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Marzo 17 de 2022 
 

SENTENCIA C-099-22 

M.P. Karena Caselles    
Expediente: D-14274 
 

SON CONSTITUCIONALES LAS NORMAS PROCESALES QUE EXIGEN A LAS PARTES 

DEBERES EN RELACIÓN CON LA CONSECUCIÓN DE PRUEBAS 
 

1. Disposición demandada 
  

LEY 1564 DE 2012  

por medio de la cual se expide el 

Código General del Proceso y se 

dictan otras disposiciones. 

 

 

Artículo 78. Deberes de las partes y 

sus apoderados. Son deberes de las  

partes y sus apoderados: 

(…) 

10. Abstenerse de solicitarle al juez la 

consecución de documentos que 

directamente o por medio del 

ejercicio del derecho de petición 

hubiere podido conseguir. (…) 

 

Artículo 85. Prueba de la existencia, 

representación legal o calidad en que 

actúan las partes. La prueba de la 

existencia y representación de las 

personas jurídicas de derecho privado 

solo podrá exigirse cuando dicha 

información no conste en las bases de 

datos de las entidades públicas y 

privadas que tengan a su cargo el 

deber de certificarla. Cuando la 

información esté disponible por este 

medio, no será necesario certificado 

alguno. 

 

En los demás casos, con la demanda 

se deberá aportar la prueba de la 

existencia y representación legal del 

demandante y del demandado, de 

su constitución y administración, 

cuando se trate de patrimonios 

autónomos, o de la calidad de 

heredero, cónyuge, compañero 

permanente, curador de bienes, 

albacea o administrador de 

comunidad o de patrimonio 

autónomo en la que intervendrán 

dentro del proceso. 

 

Cuando en la demanda se exprese 

que no es posible acreditar las 

anteriores circunstancias, se 

procederá así 

 

1. Si se indica la oficina donde puede 

hallarse la prueba, el juez ordenará 

librarle oficio para que certifique la 

información y, de ser necesario, 

remita copia de los correspondientes 
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documentos a costa del demandante 

en el término de cinco (5) días. Una 

vez se obtenga respuesta, se resolverá 

sobre la admisión de la demanda. 

 

El juez se abstendrá de librar el 

mencionado oficio cuando el 

demandante podía obtener el 

documento directamente o por medio 

de derecho de petición, a menos que 

se acredite haber ejercido este sin 

que la solicitud se hubiese atendido. 

(…) 

 

Artículo 173. Oportunidades 

probatorias. Para que sean 

apreciadas por el juez las pruebas 

deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los 

términos y oportunidades señalados 

para ello en este código. 

 

En la providencia que resuelva sobre 

las solicitudes de pruebas formuladas 

por las partes, el juez deberá 

pronunciarse expresamente sobre la 

admisión de los documentos y demás 

pruebas que estas hayan aportado. El 

juez se abstendrá de ordenar la 

práctica de las pruebas que, 

directamente o por medio de derecho 

de petición, hubiera podido conseguir 

la parte que las solicite, salvo cuando 

la petición no hubiese sido atendida, 

lo que deberá acreditarse 

sumariamente.
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2. Decisión 

 

Declarar EXEQUIBLES los artículos 78 (numeral 10), 85 (numeral 1) y 173 

(parcial) de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), por los cargos 

analizados en esta sentencia. 

 

3. Síntesis de los fundamentos 

 

Los demandantes pidieron la inexequibilidad de las normas acusadas, por 

considerar que vulneraban el núcleo del derecho al debido proceso, al 

restringir exageradamente (desproporcionalmente) las posibilidades de las 

partes de un proceso judicial para probar los hechos. Esto porque el 

incumplimiento, en su criterio, traía como consecuencia la imposibilidad 

posterior del juez de decretar la consecución de la prueba en el caso del 

numeral 10 del artículo 78 del CGP, y de que este no tuviese la obligación de 

solicitar a terceros la prueba requerida para la admisión de la demanda (en 

casos de pruebas de existencia o representación legal, o calidad en que 

actúan las partes) en el caso del inciso segundo del numeral 1 del artículo 85 

del CGP, ni la de decretar una prueba en el caso de la frase final del inciso 

segundo del artículo 173 del CGP.  

 

Una vez la Sala Plena se pronunció en relación con la aptitud de la 

demanda, planteó el problema jurídico para determinar si los artículos 

parcialmente demandados quebrantan el debido proceso al establecer 

cargas probatorias a las partes en el marco de un proceso judicial. Previo a 

resolver el caso concreto consignó las reglas jurisprudenciales relativas al 

margen de configuración del legislador en relación con la regulación del 

derecho al debido proceso, la prueba y sus límites, así como los criterios 

jurisprudenciales de esta Corte como de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, relacionados con el “derecho a probar” o “derecho a 

la prueba”. De igual manera se refirió a la relevancia y admisibilidad 

constitucional de las “cargas procesales” en nuestro ordenamiento jurídico. 

Y resaltó que junto a ellas la justicia y la verdad son el fundamento de la 

adjudicación de derechos en todos los ámbitos de la vida de las personas, 
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por lo cual la garantía del derecho a probar, se constituye en el modo de 

lograr justicia y verdad en un escenario procesal.  

 

A continuación, realizó un test de proporcionalidad para determinar si las 

normas acusadas están suficientemente justificadas y sus consecuencias son 

constitucionalmente admisibles. Encontró que: (i) los contenidos normativos 

acusados persiguen la realización de importantes principios 

constitucionales, en tanto se inscriben dentro de las llamadas cargas 

procesales que aluden a la organización de un proceso judicial con 

carácter dispositivo, de tal manera que garantice los principios de igualdad 

de las partes y lealtad procesal, sin afectar los principios de imparcialidad e 

independencia del juez.  

 

(ii) Los contenidos normativos acusados constituyen un medio adecuado 

para realizar los principios constitucionales de igualdad toda vez que las 

cargas procesales que contienen contribuyen con lo propio de manera 

efectiva ya que su cumplimiento permite organizar el adelantamiento del 

proceso, de tal manera que éste no resulte caótico.  

 

(iii) Las normas acusadas no son evidentemente desproporcionadas porque 

está justificada la afectación de aquellos principios que promocionan la 

verdad como justicia, en favor de aquellos que promocionan la 

imparcialidad, la igualdad y la lealtad como justicia.  

 

La Corte indicó que una de las formas en la que se satisface la verdad en el 

proceso como forma de justicia, es precisamente obligando a las partes a 

cumplir con sus cargas procesales, y así al juez a honrar dicha obligación. 

Por eso no es razonable sostener que tras perder la oportunidad procesal de 

aportar una prueba al expediente se configura una afectación 

desproporcionada del propósito constitucional del derecho a la prueba 

(hallar la verdad y con base en ella adjudicar derechos), cuando ello tiene 

como causa el incumplimiento de uno de los medios para ello, cual es el 

establecimiento de cargas procesales en materia probatoria.  

 

Por demás recabó en que una prueba que no se decrete en el proceso con 

base en el incumplimiento de una regla procesal (carga procesal) no 
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significa que se ha sacrificado el derecho sustancial por privilegiar las formas 

(artículo 29 superior). Esto por cuanto, de un lado la consecución de la 

prueba se constituye como una obligación de medio y no de resultado; la 

prueba garantiza una posibilidad y no una certeza en cuanto a la verdad 

en el proceso. Y de otro lado dichos preceptos analizados no afectan la 

facultad oficiosa del juez para decretar pruebas; siempre podrá hacerlo si 

así lo considera en aras de llegar a la certeza en la definición. 

 

4. Salvamentos o aclaraciones de voto 

 

Los magistrados JORGE ENRIQUE IBÁÑEZ y ANTONIO JOSÉ LIZARAZO 

OCAMPO se reservaron la posibilidad de aclarar el voto.  


